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                                                                 Acta de Aprobación No 0036
                                                                              Hora: 10:10 a.m.                                
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado del señor HÉCTOR GARCÍA RAMÍREZ frente al fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela interpuesta contra la  Unidad Nacional de Protección -en adelante UNP- y el Ministerio del Interior.
2.- DEMANDA 

La información suministrada por el apoderado del señor GARCÍA RAMÍREZ se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) desde 2002 a un grupo de dirigentes sindicales la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recomendó al Gobierno Nacional brindarles medidas cautelares por su nivel de riesgo, consistente en un esquema de seguridad de tres hombres armados, un vehículo para desplazamiento y chalecos blindados, el cual a la fecha se conserva; (ii) hace alusión a los hechos acaecidos, así: en 2010 al ser baleada la residencia del señor GARCÍA RAMIREZ –Vicepresidente de la CUT Risaralda-; en septiembre 28 de  2015 al recibir una amenaza escrita de muerte, tanto para él como para el señor JUAN CARLOS CARDONA SOTO  -Presidente de la CUT Risaralda-; en mayo 16 de 2016 al ser abordado por un individuo que igualmente lo amenazó y quien adujo ser miembro de las “Águilas Negras”; y en junio 20 de 2017 cuando recibió un panfleto a su correo electrónico con amenazas de muerte de las autodefensas gaitanistas de Colombia; (iii) por parte de la UNP se le indicó que el CERREM -Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendación de Medidas- valoró el peligro como ordinario y manifiestan que por ello no es objeto de medidas de protección; (iv) en octubre 04 de 2017 el Comité Especial le comunicó la resolución 5343 de agosto 22 de 2017 por la cual se le retiró el esquema de seguridad, que lo ubicó en riesgo ordinario, sin tener en cuenta la información relacionada con las amenazas contra su vida; (v) se interpuso recurso de reposición contra esa determinación, ya que al dejarlo sin tal esquema se compromete su vida e integridad personal; y (vi) en el país se presentan homicidios de diversos líderes sociales y sindicales, quienes pese a colocar en conocimiento de las autoridades dichas amenazas, muchos solo recibieron un chaleco y un celular, lo que es irrisorio para proteger su existencia.

Pide se protejan sus derechos fundamentales a la vida, igualdad, debido proceso, integridad y seguridad personal, y, en consecuencia se ordene un esquema de seguridad adecuado, eficaz e idóneo para HÉCTOR GARCÍA RAMÍREZ, y que como medida provisional se ordene a la UNP suspenda la resolución 5343 de agosto 22 de 2017, para que se continúe el con el esquema de seguridad con miras a garantizar el goce de sus derechos fundamentales.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Inicialmente el trámite correspondió a la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior, donde por auto  de noviembre 7 de 2017 se dispuso remitir la actuación ante los Juzgados con categoría de Circuito, por lo que la actuación la asumió  el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas, autoridad que admitió la demanda de tutela y ordenó correr traslado a la UNP y al Ministerio del Interior; así mismo se negó la medida provisional reclamada. En relación con los hechos se pronunciaron dichas entidades de la siguiente manera:

- La Directora de Derechos Humanos del Ministerio del Interior pide su desvinculación del trámite por falta de legitimidad por pasiva, al no corresponderle adelantar ninguna gestión frente a las pretensiones del actor, ya que lo relativo a los esquemas de protección le fue trasladado a la  UNP desde noviembre 1° de 2011 y por ende dicha cartera solo presenta recomendaciones sobre las medidas de seguridad a adoptar, ya que la UNP tiene responsabilidad exclusiva para definir las medidas y la manera como se implementan y operativizan los esquemas de seguridad, siendo tal entidad la que en el ámbito de sus competencias, puede atender la tutela.
- La Jefe de la Oficina Jurídica de la UNP, informa lo siguiente: (i) el señor HÉCTOR GARCÍA nunca ha sido favorecido con medidas consistentes en un vehículo convencional y tres hombres de protección, el cual le fue asignado a la Junta Directiva de Simtraendes, Seccional Pereira, cuyos beneficiarios eran Juan Carlos Valencia, Orlando Ospina y Gerardo Santibáñez, y no el referido ciudadano, a quien no se le otorgaron medidas cautelares por la CIDH, sin que el actor aclare las circunstancias en las que recibió el esquema de seguridad, al ser atendido como población objeto del programa de protección, conforme el numeral 3° del artículo 2.1.1.2.6 del Decreto 1066 de 2015, modificado por el Decreto 567 de 2016, art. 3°; (ii) hace alusión a los cuatro estudios de riesgo que se le realizaron el accionante, durante los años 2012, 2015, 2016 y 2017 y en este último, se determinó como ordinario y por ende el CERREM recomendó la finalización de las medidas de protección, ya que las evaluaciones de tal nivel son requisito sine qua non para que tal Comité de Evaluación pueda exhortar la implementación, el ajuste o terminación de las medias de protección, por lo cual se profirió la resolución 5343 de 2017, frente a la cual el señor HÉCTOR GARCÍA interpuso recurso de reposición, resuelta por resolución 6709 de octubre 13 de 2017 y donde se abstuvo de reponer lo ya resuelto; (iii) el accionante ha sido evaluado en cuatro oportunidades, como dirigente o activista sindical, y no puede desconocer que la intensidad de su nivel de riesgo disminuyó; (iv) no es el accionante quien tiene competencia  para determinar cuál es el peligro de una persona y las medidas que requiere, ya que la ley creó autoridades especializadas que cumplen dicha función y por ende el actor no puede desconocer el marco legal de protección en cabeza de la UNP; (v) lo manifestado por el actor en la presente tutela, en especial los hechos ocurridos en junio 20 de 2017 fueron analizados por el Grupo de Valoración Preliminar, quien ponderó el riesgo y posteriormente el caso se llevó al CERREM donde se recomendó su desmonte gradual; (vi) los fundamentos que originaron el riesgo extraordinario en el año 2015 no son los mismos pues las circunstancias han variado, máxime que las medidas de salvaguarda no son sempiternas; (vii)  el actor nunca ha contado con esquema de seguridad consistente en dos hombres y un vehículo, ya que cuenta con un chaleco blindado y un medio de comunicación; (viii) con la tutela se pretende crear una nueva instancia judicial para obviar los procedimientos administrativos, y con ello el actor quiere desconocer las decisiones que adopta la UNP en el marco de su competencia, por lo cual debe declararse improcedente, máxime que el actor puede solicitar en cualquier momento la evaluación del riesgo pero debe aportar hechos sobrevinientes que no hayan sido ya evaluados, y (ix)  pide se nieguen los derechos invocados, al no vulnerarse derecho alguno.
3.2- Culminado el procedimiento a seguir y en el plazo constitucional, el juzgado de instancia profirió sentencia en noviembre 22 de 2017 en la que negó el amparo exigido al estimar que la entidad accionada no ha vulnerado los derechos del actor, la cual le ha brindado la protección reclamada, pero en el último estudio el porcentaje alcanzado no lo habilita para tener un esquema de seguridad. Aunado a lo anterior esgrime que el juez de tutela no puede resolver situaciones que están claramente establecidas en la normativa, como así han sido aplicadas y frente a las cuales se le permitió al actor interponer los recursos pertinentes.

4.- IMPUGNACIÓN

El apoderado del actor se muestra inconforme con la decisión, y al respecto luego de hacer alusión a lo dicho por la UNP y a algunos apartes del fallo de primer nivel expresa lo siguiente: (i) lo expuesto por la UNP es lo mismo que se le ha dicho a los líderes sociales que hoy han perdido la vida, como sucedió en días pasados en el Chocó, del cual argumentaron que el riesgo era ordinario y lo dejaron en una posición de indefensión,  y por ello tales omisiones representan un peligro y lesiones derechos fundamentales de quienes ejercen actividad como dirigente sindical, social o de derechos humanos; (ii) no obstante el principio de subsidiariedad de la tutela, los recursos o medios de defensa que se consideran como idóneos deben analizarse en congruencia con los condiciones del interesado, máxime cuando es un sujeto de especial protección constitucional por ser un dirigente sindical; (iii) la idoneidad y eficacia de un recurso no puede proceder sin que se realice un análisis concreto, ni limitarse a la determinación de otros mecansmos de defensa, mucho menos negarse un amparo sin analizar paso a paso los requisitos de subsidiariedad, pese a que el asunto cuente con varias vías ordinarias; (iv) con fundamento en jurisprudencia constitucional, señala que pese a la existencia de alternativas de defensa, esta se circunscriben a la jurisdicción ordinaria y a raíz de los plazos en que son resueltos los asuntos, estos no cuentan con los niveles de eficacia y efectividad que la tutela; (v) el actor no busca el amparo de un derecho patrimonial, sino la salvaguarda de sus derechos a la vida, igualdad, debido proceso, integridad y seguridad personal y si bien el mismo contó con medida de protección, esta le fue desmontada, sin contar con un hombre para proteger su vida, y (vi) solicita se reciban unas pruebas testimoniales, se revoque el fallo proferido y se conceda el amparo reclamado para que de manera inmediata se implementen los esquemas de seguridad para el señor HÉCTOR GARCÍA RAMÍREZ.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la tutela impetrada. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procederá de manera transitoria.

En este caso, el señor GARCÍA MARTÍNEZ concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos a la vida, igualdad, debido proceso, integridad y seguridad personal  que considera vulnerados por parte de la UNP, al retirarle el esquema de seguridad que se había dispuesto para al señor directivo del Sindicato de SINTRAMEDES y de la CUT Seccional Risaralda.

De la información arrimada al dossier, se observa que en efecto por parte de la UNP y en atención a lo reglado en el Decreto 1066 de 2015, adelantó el procedimiento establecido para el programa de protección y fue así como se le realizaron un total de cuatro estudios de riesgo durante los años 2012, 2015, 2016 y 2017, evidenciándose que a partir de octubre 26 de 2015 y al presentarse un peligro extraordinario se ejecutó un esquema de seguridad consistente en un radio de comunicación, un chaleco blindado y dos salarios mínimos de apoyo para transporte, por una vigencia de tres meses; adicional a ello y como consecuencia de una decisión judicial, se incrementó la protección con dos hombres y un vehículo convencional.

Para el año 2016, el caso del señor HÉCTOR GARCÍA fue revaluado por hechos sobrevinientes, donde igualmente se ponderó el riesgo como extrordinario, pero en la sesión de septiembre 2 de 2016 el CERREM, pese a validar el riesgo como extraordinario, recomendó ajustar las medidas de seguridad, en el sentido de finalizar los dos hombres de protección y el vehículo convencional, y ratificar un medio de comunicación y un chaleco blindado, lo cual fue acatado por el director de la UNP.

Finalmente, en el año 2017, el caso fue revaluado por temporalidad, conforme lo estipula el decreto arriba aludido donde se ponderó el riesgo como ordinario por el Grupo de Valoración Preliminar, el cual arrojó una matriz del 40%, siendo llevado el asunto ante el CERREM, entidad que en sesión de agosto 22 de 2017 recomendó el desmonte gradual del esquema de protección, de conformidad con las funciones contenidas en el artículo numeral 6° del artículo 2.4.1.2.38 del Decreto 1066 de 2015, lo que conllevó a que el Director General de la UNP emitiera la resolución 5343 de agosto 22 de 2017, por medio de la cual  adoptó las recomendaciones del CERREM, relativa a la conclusión de las medidas de protección.

Tal decisión ameritó que el señor HÉCTOR GARCÍA interpusiera el recurso de reposición, mismo que fue decidido por el Director de la UNP en resolución 6709 de octubre 13 de 2017, por medio de la cual se abstuvo de reponer el acto administrativo emitido en resolución 5343 de agosto 22 de 2017.

De esa determinación se desprende que por parte del actor se hizo uso de los recursos con los cuales contaba para que por parte de la UNP se profiriera una decisión que le fuera favorable, pero no obstante que la misma no consultó sus intereses, tal circunstancia no amerita predicar que se trasgredieron sus derechos fundamentales.

Conforme lo estimó el a quo, en este caso no es la justicia constitucional la encargada de incursionar en temas que a todas luces no son de su competencia, máxime que lo decidido por la UNP en el sentido de revaluar el esquema de seguridad obedeció a un imperativo legal, como así lo señala el parágrafo 2° del artículo 2.4.1.2.40 del Decreto aludido, el cual dispone: “El nivel de riesgo de las personas que hacen parte del Programa de Protección será revaluado una vez al año, o antes si existen nuevos hechos que puedan generar una variación del riesgo”, sin que por tal proceder se  aprecie la vulneración de los derechos fundamentales del actor.
El señor apoderado del actor hizo alusión a las presuntas amenazas de muerte de que ha sido objeto el señor HÉCTOR GARCÍA, en especial la última ocurrida en  junio 20 de 2017, cuando por vía electrónica recibió un panfleto de quienes se identificaron como autodefensas gaitanistas de Colombia, pero debe decirse que estas sí fueron tenidas en cuenta por la UNP -como así se indicó en la respuesta a la acción constitucional-, no obstante las mismas no tuvieron la contundencia necesaria para determinar que se hacía imperativo mantener el esquema de seguridad que se le había brindado, y el cual aunque en principio consistió en dos hombres de protección, un vehículo convencional, así como un chaleco blindado y un radio de comunicación, posteriormente solo se mantuvo en las dos últimas, al considerarse que el riesgo del actor había disminuido, como así se estableció en el año 2017 cuando la recomendación del CERREM fue la de suspender o finalizar los medios de protección de los cuales gozaba en ese momento -chaleco blindado y celular-.

Al haber disminuido el nivel de riesgo del señor HÉCTOR GARCÍA, al pasar de extraordinario a ordinario, era de entenderse que la entidad diera por culminada la protección que a este se le ofreció, dado que en tal nivel se halla la mayoría de la población por el mero hecho de vivir en sociedad, y ello implicaba desde luego la imposibilidad de conceder medidas especiales de seguridad. Precisamente sobre ese particular la Corte en sentencia T-224 de 2014, señaló:

“Conforme con lo expuesto, cuando un individuo se encuentra sometido a un nivel de riesgo normal u ordinario no se presenta vulneración alguna del derecho a la seguridad personal, ya que los riesgos que emanan de la existencia humana y de la vida en sociedad deben ser soportados por todas las personas. Por el contrario, cuando quiera que una persona está sometida a una amenaza concreta, bien sea ordinaria o extrema, estamos en presencia de la alteración del derecho a la seguridad personal, por encontrase en peligro la integridad física o la vida según el caso
. En estos eventos el Estado tiene la obligación de adoptar los mecanismos de protección, con el fin de amparar a aquellos individuos que se encuentran sometidos a un nivel de riesgo superior al normal, por su puesto siempre que se acrediten al menos sumariamente los hechos que permitan deducir la existencia de una amenaza real
”.
Igualmente se evidencia que la UNP adoptó la decisión aludida, en acatamiento de la recomendación entregada por el CERREM al haberse establecido las situaciones que generaron el nivel de riesgo; pero aun así, obsérvese que el hecho de haberse dado por culminado el esquema de protección que tenía el señor HÉCTOR GARCÍA, ello no implica que este no pueda volver a ser beneficiario del mismo, por cuanto de existir hechos sobrevinientes, podrá pedir a la UNP una nueva valoración del riesgo, para que se determine si le asiste o no la protección estatal, conforme así lo prevé el artículo 2.4.1.2.40 del Decreto 1066 de 2015 adicionado y modificado por el Decreto 567 de 2016
Ahora, si bien es cierto la jurisprudencia constitucional ha indicado que las autoridades deben atender las solicitudes de protección elevadas cuando se solicitan por diversos sujetos, entre ellos los dedicados a la actividad sindical, también ha sido clara en indicar que no todo riesgo genera la protección estatal. Al respecto en la sentencia T-750 de 2011, se indicó:

“[…] cabe reiterar que el derecho a la seguridad personal es susceptible de protección a través de la acción de tutela cuando el riesgo al que se enfrenta el accionante es calificado. En otras palabras, no todo riesgo al que se somete una persona genera una vulneración a la seguridad personal y, por ende, no todo riesgo legitima al afectado para solicitar del Estado medidas especiales de protección. En una escala en la cual el riesgo que encara un ciudadano puede ser clasificado como mínimo, ordinario, extraordinario, extremo o consumado, son susceptibles de garantía especial por parte del Estado quienes afronten peligros frente a su vida y su integridad excepcionales o extremos”.

Y lo que salta a la vista es que por parte de la UNP se evaluó el respectivo nivel de peligro del actor HÉCTOR GARCÍA RAMÍREZ como ordinario, y ante esa realidad no se hacía necesario mantener su esquema de seguridad, lo cual obedeció al estudio técnico que para ello se debió efectuar por los funcionarios adscritos a la UNP, encargados de tal labor, misma en la que no puede pretenderse que incursione el juez constitucional, como así se dijo en la Sentencia T-092 de 2012, al expresarse que: “[…] el estudio de nivel de riesgo sólo puede tener un resultado confiable cuando se hace por las autoridades encargadas de la seguridad de los ciudadanos. Por ello, el juez de tutela, cuya función no es la seguridad personal de los ciudadanos colombianos, no podría de manera confiable y eficaz determinar quién necesita medidas especiales de protección y quién no”.
Como se aprecia, si bien por parte de la UNP se tomó una decisión que va en contravía de los intereses del señor HÉCTOR GARCÍA, la misma se realizó al considerar que su nivel de riesgo no ameritaba las medidas de protección que tenía, ni mucho menos incrementarlas, como así lo pidió el actor al momento de interponer recurso de reposición, situación ésta en la que no puede incursionar el juez de tutela, como bien lo refirió la jurisprudencia anteriormente mencionada.
Y si además se tiene presente que para la UNP no existen factores de peligro extraordinarios que pongan en riesgo la vida del señor HÉCTOR GARCÍA, debe indicarse que los mecanismos ordinarios que prevé el ordenamiento legal se deben tener como idóneos y eficaces, y será entonces a los cuales deba acudir el actor para propender que por parte de esa dependencia estatal se le brinde la seguridad que requiera.

Sea como fuere, por medio de la jurisdicción Contenciosa administrativa el actor podrá hacer uso de la medida preventiva de suspensión provisional del acto administrativo controvertido, cuyo fin consiste en solventar las posibles demoras presentadas como consecuencia del trámite normal del proceso. El artículo 238 de la Constitución Política señala lo siguiente:
“La jurisdicción de lo contencioso administrativo podrá suspender provisionalmente, por los motivos y con los requisitos que establezca la ley, los efectos de los actos administrativos que sean susceptibles de impugnación por vía judicial”.

Así mismo, tampoco aprecia la Sala la existencia de un perjuicio irremediable con la decisión proferida por la UNP, que -se repite- estuvo acorde con el estudio técnico realizado. Y queda pendiente la posibilidad de una revaluación del caso de llegarse a presentar situaciones sobrevinientes que pongan en serio peligro su vida o su integridad física dada su condición de dirigente sindical.

Por lo anterior y como quiera que en sentir de esta Corporación no se avizora quebrantamiento de los derechos fundamentales reclamados por el accionante, se confirmará la providencia adoptada por parte del juzgado de origen.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-078 de 2013.


� Sentencia T-339 de 2010.
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